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DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO FORAL QUE APRUEBA EL DESARROLLO DE LAS NORMAS Y LOS PROCEDIMIENTOS DE DILIGENCIA DEBIDA EN EL ÁMBITO DEL INTERCAMBIO AUTOMÁTICO OBLIGATORIO DE INFORMACIÓN COMUNICADA POR LOS OPERADORES DE PLATAFORMA, Y MODIFICA EL DECRETO FORAL 3/2011, DE 25 DE ENERO, QUE REGULA EL CENSO DE LOS CONTRIBUYENTES Y OBLIGACIONES CENSALES, EL DECRETO FORAL 35/2020, DE 3 DE NOVIEMBRE, QUE APRUEBA EL DESARROLLO DE NUEVAS OBLIGACIONES DE INFORMACIÓN SOBRE LOS MECANISMOS TRANSFRONTERIZOS DE PLANIFICACIÓN FISCAL, EL DECRETO FORAL 111/2008, DE 23 DE DICIEMBRE, QUE REGULA LA OBLIGACIÓN DE INFORMAR SOBRE CUENTAS, OPERACIONES Y ACTIVOS FINANCIEROS, ASÍ COMO SOBRE BIENES Y DERECHOS SITUADOS EN EL EXTRANJERO, Y EL DECRETO FORAL 71/2008, DE 8 DE JULIO, QUE REGULA LAS OBLIGACIONES RELATIVAS AL NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN FISCAL Y SU COMPOSICIÓN ( SESIÓN 22- FEBRERO-2024)
I. ANTECEDENTES DE HECHO

El proyecto de Decreto Foral objeto del presente dictamen ha sido remitido a esta Comisión Consultiva por la Segunda teniente de Diputado General y Diputada Foral de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, con carácter urgente, apreciado por el Diputado General, ante la necesidad de aprobación de manera inmediata, de conformidad con lo establecido en el artículo 20 del Decreto Foral del Consejo de Diputados 40/1999, de 30 de marzo.
A la petición de dictamen se acompaña el texto del proyecto, el informe de impacto de género, el informe de observaciones del Servicio de Igualdad, el informe de impacto normativo, y el informe económico, tal como dispone el Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava.
II. CONSIDERACIONES JURÍDICAS

PRIMERA. - Competencia de la Comisión Consultiva para la emisión del dictamen.

El Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Gobierno Foral de 30 marzo, en su artículo 3, establece las competencias de la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, entre las que se encuentra, en su apartado 1. b), emitir dictamen preceptivo y no vinculante sobre «los proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva o de desarrollo normativo del Territorio Histórico o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas».

SEGUNDA. - Fundamento Jurídico del texto normativo propuesto.

El fundamento jurídico de la norma propuesta se halla en el artículo 2 del Concierto Económico del País Vasco.

“Uno. El sistema tributario que establezcan los Territorios Históricos seguirá los siguientes principios:

Primero. Respeto de la solidaridad en los términos prevenidos en la Constitución y en el Estatuto de Autonomía.

Segundo. Atención a la estructura general impositiva del Estado.

Tercero. Coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado, de acuerdo con las normas del presente Concierto Económico.

Cuarto. Coordinación, armonización fiscal y colaboración mutua entre las instituciones de los Territorios Históricos según las normas que, a tal efecto, dicte el Parlamento Vasco.

Quinto. Sometimiento a los Tratados o Convenios internacionales firmados y ratificados por el Estado español o a los que éste se adhiera.

En particular deberá atenerse a lo dispuesto en los Convenios internacionales suscritos por España para evitar la doble imposición y en las normas de armonización fiscal de la Unión Europea, debiendo asumir las devoluciones que proceda practicar como consecuencia de la aplicación de tales Convenios y normas.

Dos. Las normas de este Concierto se interpretarán de acuerdo con lo establecido en la Ley General Tributaria para la interpretación de las normas tributarias”.

TERCERA. – Título competencial del Territorio Histórico de Álava sobre la materia objeto del proyecto.

La primera referencia sobre la competencia del Territorio Histórico en el ámbito tributario la encontramos en la Disposición Adicional Primera de la Constitución Española que establece: “La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales. La actualización general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía”.

A su vez, el Estatuto de Autonomía del País Vasco, en su artículo 41.2.a), señala que “Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a la estructura general impositiva del Estado, a las normas que para la coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado se contengan en el propio Concierto, y a las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas finalidades dentro de la Comunidad Autónoma”.

El Concierto Económico suscrito entre el Estado y el País Vasco, aprobado por la Ley 12/2002, de 23 de mayo, dispone en su artículo 1. Uno que “las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, su régimen tributario”. 

En el artículo 46 del citado Concierto Económico se regula el reparto competencial del cumplimiento de las obligaciones de suministro de información tributaria entre los diferentes territorios, y se establece:

“Dos. Las declaraciones que tengan por objeto dar cumplimiento a las distintas obligaciones de suministro general de información tributaria legalmente exigidas deberán presentarse, con arreglo a su respectiva normativa, ante la Administración del Estado o ante la Diputación Foral competente por razón de territorio, con arreglo a los siguientes criterios:

a) Tratándose de obligados tributarios que desarrollen actividades económicas, ante la Administración a la que corresponda la competencia para la comprobación e investigación de dichas actividades empresariales o profesionales.

b) Tratándose de obligados tributarios que no desarrollen actividades económicas, según que estén domiciliados fiscalmente en territorio común o foral.

A los efectos de lo dispuesto en las letras anteriores, cuando se trate de herencias yacentes, comunidades de bienes u otras entidades carentes de personalidad jurídica, las referidas declaraciones deberán asimismo presentarse ante la Administración en la que estén domiciliados fiscalmente sus miembros o partícipes. 

Tres. Las declaraciones de carácter censal deberán presentarse, con arreglo a su respectiva normativa, ante la Administración en la que radique el domicilio fiscal de la persona o entidad obligada a efectuarlas y además ante la Administración en la que dicha persona o entidad deba presentar, conforme a las reglas previstas en el Concierto Económico, alguna de las siguientes declaraciones:

Declaraciones de retenciones e ingresos a cuenta.

Declaración-liquidación por el Impuesto sobre Sociedades.

Declaración-liquidación por el Impuesto sobre el Valor Añadido.

Declaración por el Impuesto sobre Actividades Económicas.

Declaración por el Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales.”

Por su parte, el artículo 47 bis del Concierto Económico con el País Vasco, contempla el reparto competencial en relación con la asignación y revocación del número de identificación fiscal, y dispone:

“Las personas jurídicas y entidades sin personalidad jurídica deberán solicitar la asignación del número de identificación fiscal ante la administración correspondiente a su domicilio fiscal.

Las entidades no residentes sin establecimiento permanente deberán solicitar la asignación del número de identificación fiscal a la administración del territorio en el que vayan a realizar actos u operaciones de naturaleza o con transcendencia tributaria, salvo que con anterioridad se les haya asignado un número de identificación fiscal por otra Administración tributaria.

La revocación del número de identificación fiscal corresponderá a la Administración de su domicilio fiscal, salvo que la competencia para comprobación e investigación esté atribuida a otra Administración, en cuyo caso, corresponderá a esta. En el caso de las entidades no residentes sin establecimiento permanente será competente para la revocación la administración que lo asignó.

En ambos casos se garantizará la adecuada coordinación y el intercambio de información entre ambas Administraciones”.

Por otra parte, la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos, señala en su artículo 7.a) 6, como competencia exclusiva de los Órganos Forales, “las establecidas en el artículo 41 del Estatuto de Autonomía y, en general, todas las que tengan atribuidas por la Ley del Concierto Económico y por otras normas y disposiciones de carácter tributario”.
La Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General Tributaria de Álava, que regula los principios y las normas jurídicas generales del sistema tributario del Territorio Histórico de Álava, atribuye en su artículo 4.1 a la Diputación Foral de Álava la potestad reglamentaria para el desarrollo de las normas tributarias, sin perjuicio de las facultades que corresponden a las Entidades Locales en relación con las Ordenanzas fiscales reguladoras de los tributos locales.

Además de esta habilitación reglamentaria general, la citada Norma Foral, en relación con las obligaciones tributarias formales, dispone de forma expresa en el apartado 3 de su artículo 29 que “las disposiciones reglamentarias podrán regular las circunstancias relativas al cumplimiento de las obligaciones tributarias formales”.

CUARTA. - Sobre los aspectos formales de la norma en proyecto.

a) Competencia orgánica y habilitación normativa.

El artículo 7.2 de la Norma Foral 10/2023, de 15 de marzo, de Gobierno, Organización y Régimen Jurídico de la Diputación Foral de Álava, establece que, en el ejercicio de la potestad reglamentaria “corresponde al Consejo de Gobierno Foral aprobar, mediante decretos forales, reglamentos de ejecución y desarrollo de las normas forales”.

b) Principios de buena regulación.

El preámbulo del proyecto justifica su adecuación a los principios de buena regulación previstos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC) y en el artículo 3 del Decreto Foral 6/2023, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, salvo en cuanto a los de simplicidad y comprensibilidad y rendición de cuentas contenidos en este último artículo.

c) Procedimiento.

i) Plan Anual Normativo.
La iniciativa reglamentaria no está incluida en el Plan Normativo Anual para el ejercicio 2024, si bien su aprobación es necesaria para proceder a la obligada transposición de la DAC 7.

ii) Consulta pública previa y trámite de audiencia e información pública.

El informe de impacto normativo de 5 de febrero de 2024  del Servicio de Normativa Tributaria señala que en este proyecto normativo se ha realizado el trámite de consulta pública previa de conformidad con la letra g) del artículo 10 del Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero, al tratarse de la obligada adaptación de una normativa jurídica superior, en concreto de la transposición de diversas Directivas comunitarias. 

Se ha realizado un trámite de audiencia e información pública durante un plazo de 10 días hábiles, sin que se hayan producido alegaciones.

iii) Otros trámites.

Figuran en el expediente la evaluación previa del impacto en función del género y las observaciones del Servicio de Igualdad con informe de 5 de febrero de 2024, previstos en el artículo 17 del Decreto Foral 6/2023.
El Servicio de Igualdad suscribe la pertinencia al género del proyecto, en cuanto tiene como personas destinatarias finales a hombres y mujeres, e influirá en el acceso a los recursos. Si bien las modificaciones propuestas a través de la presente Decreto Foral son de carácter técnico, tal y como hemos apreciado, desde esta área técnica consideran interesante añadir una nueva modificación, a fin de adecuarse a los nuevos mandatos recogidos en el Decreto Legislativo 1/2023, de 16 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley para la Igualdad de Mujeres y Hombres y Vidas Libres de Violencia Machista contra las Mujeres,  relativos  al libre desarrollo de la identidad sexual y de género (artículos 3.1.  3.8 y 3.9). 

La propuesta de modificación es la siguiente:    

Incluir en todos los apartados donde se solicite identificación de personas físicas, la siguiente variable: 

· Sexo/género: además, se sugiere que se incorpore una tercera casilla donde se posibilite la identificación de la persona como “no binario”. 

Revisión del lenguaje: 
El decreto foral, el anexo y el informe previo de impacto de género se ha elaborado utilizando un uso inclusivo del lenguaje. No obstante, se han apreciado algunos usos del masculino genérico, a saber: 

Decreto Foral: 

- aquellas personas o entidades intermediarias en los que concurran: …. en las que concurran … 

- … para los residentes …: para las personas residentes. 

- de los obligados al cumplimiento de la obligación de suministro de información: … de las personas obligadas … / de las y los obligados.

Anexo: 

-  sea accesible para los usuarios: … para las personas usuarias 

- que los usuarios: y que las personas usuarias.
III.- ESTRUCTURA DEL PROYECTO DE DECRETO FORAL

El proyecto normativo se estructura de dos capítulos, con 12 artículos en total, 3 disposiciones finales. En cuanto a las Disposiciones Finales, la Primera trata de la incorporación de derecho de la Unión Europea, en este caso la Directiva (UE) 2021/514 del Consejo, de 22 de marzo de 2021 (DAC 7), y la Directiva (UE) 2023/2226 del Consejo, de 17 de octubre de 2023 (DAC 8), en lo que modifica a la anterior; la Segunda habilita a la Diputada del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos para dictar las disposiciones necesarias para la aplicación del Decreto Foral; y la Tercera trata de la entrada en vigor de la norma, con algunas precisiones sobre su aplicación y efectividad.

IV.- ANÁLISIS DEL PROYECTO

El presente Decreto Foral tiene por objeto modificar el Decreto Foral 3/2011, de 25 de enero, que regula el Censo de los Contribuyentes y obligaciones censales, el Decreto Foral 71/2008, de 8 de julio, que regula las obligaciones relativas al número de identificación fiscal y su composición, el  Decreto Foral 35/2020, de 3 de noviembre, que aprueba el desarrollo de nuevas obligaciones de información sobre los mecanismos transfronterizos de planificación fiscal  y el Decreto Foral 111/2008, de 23 de diciembre, que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros, así como sobre bienes y derechos situados en el extranjero.

a) CAPÍTULO I 

El Capítulo I desarrolla en 8 artículos las normas y los procedimientos de diligencia debida en el ámbito del intercambio automático obligatorio de información comunicada por los operadores de plataformas, derivadas de la transposición de la DAC 7, según la siguiente estructura por artículos:

- El artículo 1 regula el objeto del Decreto Foral: el objeto de la norma será la regulación de las normas y procedimientos de diligencia debida que deben aplicar los “operadores de plataforma obligados a comunicar información”, así como la modificación de cuatro decretos forales de carácter tributario.

- El artículo 2 regula el ámbito subjetivo de las normas: las normas y procedimientos de diligencia debida incumben básicamente a los “operadores de plataforma obligados a comunicar información” y los “vendedores”.

- El artículo 3 incorpora las  normas y procedimientos de diligencia debida: en general, serán las actuaciones que deban realizar los “operadores de plataforma obligados a comunicar información” dirigidas a la obtención, verificación y determinación de información relativa a los “vendedores”.

- El artículo 4 regula la determinación de los vendedores no sujetos a revisión: relacionado con el concepto de “vendedor excluido”.

- El artículo 5 regula la obtención de información: datos que los “operadores de plataforma obligados a comunicar información” deben obtener y recopilar del “vendedor” que no sea un “vendedor excluido”.

- El artículo 6 regula la verificación de la información: por parte del “operador de plataforma obligado a comunicar información”.

- El artículo 7 regula el plazo y validez de los procedimientos de diligencia debida: como principio general, el “operador de plataforma obligado a comunicar información” completará los procedimientos de diligencia debida antes del 31 de diciembre del “período de referencia”.

- El artículo 8 regula la determinación del Estado de residencia del “vendedor”: incluye los criterios que debe tener en cuenta el “operador de plataforma obligado a comunicar información” para esa determinación.

b) CAPÍTULO II

 En el Capítulo II introduce diversas modificaciones reglamentarias principalmente en transposición de la DAC 7 que afectan a tres decretos forales, además de incluir una modificación adicional relacionada con la regulación del número de identificación fiscal:

- El artículo 9 modifica el Decreto Foral 3/2011, de 25 de enero, que regula el Censo de los Contribuyentes y obligaciones censales, a fin de incluir en los deberes relativos al ámbito censal al “operador de plataforma obligado a comunicar información” o, en su caso, del “operador de plataforma excluido”.

- El artículo 10 modifica el Decreto Foral 35/2020, de 3 de noviembre, que aprueba el desarrollo de nuevas obligaciones de información sobre los mecanismos transfronterizos de planificación fiscal. Así, se incluyen varias modificaciones relacionadas con la nueva jurisprudencia europea sobre el deber de secreto profesional en el ámbito de la obligación de información de determinados mecanismos de planificación; asimismo, se agrega un nuevo artículo, el 7, que trata de la obligación de información de determinados mecanismos de planificación fiscal en el ámbito del Acuerdo Multilateral entre Autoridades Competentes sobre intercambio automático relativo a los mecanismos de elusión del Estándar común de comunicación de información y las estructuras extraterritoriales opacas; todo ello con base en las modificaciones acaecidas en la  Directiva (UE) 2018/822 del Consejo, de 25 de mayo de 2018, que modifica la Directiva 2011/16/UE por lo que se refiere al intercambio automático y obligatorio de información en el ámbito de la fiscalidad en relación con los mecanismos transfronterizos sujetos a comunicación de información, conocida comúnmente como DAC 6.

- Por su parte, el artículo 11 introduce un nuevo artículo, el 27, dentro del Decreto Foral 111/2008, de 23 de diciembre, que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros, así como sobre bienes y derechos situados en el extranjero. El  artículo desarrolla pormenorizadamente la obligación de información de determinadas actividades por los operadores de plataformas.

- Por último, el artículo 12 modifica el apartado 8 del artículo 17 del Decreto Foral 71/2008, de 8 de julio, que regula las obligaciones relativas al número de identificación fiscal y su composición. Por medio de esta reforma, se completa el trámite de solicitud de rehabilitación del número de identificación fiscal revocado en relación con la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo.

En cuanto a las Disposiciones Finales, la Primera trata de la incorporación de derecho de la Unión Europea, en este caso la Directiva (UE) 2021/514 del Consejo, de 22 de marzo de 2021 (DAC 7), y la Directiva (UE) 2023/2226 del Consejo, de 17 de octubre de 2023 (DAC 8), en lo que modifica a la anterior; la Segunda habilita a la Diputada del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos para dictar las disposiciones necesarias para la aplicación del Decreto Foral; y la Tercera trata de la entrada en vigor de la norma, con algunas precisiones sobre su aplicación y efectividad.

El proyecto de Decreto Foral contiene un Anexo que incluye definiciones y otras normas que deberán aplicar los operadores de plataforma obligados a comunicar información.

V.- VALORACIÓN DEL PROYECTO

La justificación del proyecto es incorporar a las disposiciones reglamentarias, el desarrollo de las normas y los procedimientos de diligencia debida en el ámbito del intercambio automático obligatorio de información comunicada por los operadores de plataforma, y se modifica el Decreto Foral 3/2011, de 25 de enero, que regula el Censo de los Contribuyentes y obligaciones censales, el Decreto Foral 35/2020, de 3 de noviembre, que aprueba el desarrollo de nuevas obligaciones de información sobre los mecanismos transfronterizos de planificación fiscal, el Decreto Foral 111/2008, de 23 de diciembre, que regula la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros, así como sobre bienes y derechos situados en el extranjero, y el Decreto Foral 71/2008, de 8 de julio, que regula las obligaciones relativas al número de identificación fiscal y su composición.

La presente normativa respeta el principio de proporcionalidad, y contiene la regulación imprescindible para atender la necesidad que se pretende cubrir con esta norma. No existen para el objetivo propuesto otras medidas menos restrictivas de derechos, o que impongan menos obligaciones a las destinatarias y los destinatarios.

Esta iniciativa garantiza el principio de seguridad jurídica y es coherente con el resto del ordenamiento jurídico, nacional y de la Unión Europea.

En la tramitación del presente Decreto Foral se ha seguido el principio de transparencia regulado en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Pues bien, el marco normativo de referencia es el siguiente:

La obligación de presentar declaraciones censales, la obligación de solicitar y utilizar el número de identificación fiscal en sus relaciones de naturaleza o con transcendencia tributaria y la obligación de presentar declaraciones y autoliquidaciones, constituidas todas ellas como obligaciones tributarias formales, vienen recogidas en las letras a), b) y c) del apartado 2 del artículo 29 de la Norma Foral 6/2005 General Tributaria de Álava. 

En relación con las obligaciones censales, la citada Norma Foral General Tributaria de Álava regula en el capítulo III de su título III las actuaciones y procedimientos de gestión tributaria y, en el apartado 2. m) de su artículo 113, establece que es función de la gestión tributaria “la elaboración y mantenimiento de los censos tributarios”.

Por otra parte, en relación a las obligaciones  entre particulares derivadas de la obligación de declaración de los mecanismos transfronterizos de planificación fiscal, la Norma Foral General Tributaria de Álava establece en su disposición adicional  vigesimoquinta:

“1. Los intermediarios eximidos por el deber de secreto profesional de la presentación de la declaración de los mecanismos transfronterizos de planificación fiscal deberán comunicar fehacientemente dicha exención en el plazo y en los términos establecidos reglamentariamente a quienes sean sus clientes, ya sean otros intermediarios o las y los obligados tributarios interesados que participen en los citados mecanismos”.

Asimismo, en relación con las obligaciones relativas al número de identificación fiscal y su composición, la Norma Foral General Tributaria de Álava establece en su disposición adicional cuarta que “toda persona física o jurídica, así como las entidades sin personalidad a que se refiere el apartado 3 de su artículo 35 de esta norma foral, tendrán un número de identificación fiscal para sus relaciones de naturaleza o con transcendencia tributaria… Reglamentariamente se regulará el procedimiento de asignación y revocación, la composición del número de identificación fiscal y la forma en que deberá utilizarse en las relaciones de naturaleza o con transcendencia tributaria”.

Por último, en relación  con la obligación de informar sobre cuentas, operaciones y activos financieros,  así como sobre bienes y derechos situados en el extranjero, la Norma Foral General Tributaria de Álava establece en su artículo 90.1 que “las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como las entidades mencionadas en el apartado 3 del artículo 35 de esta Norma Foral, estarán obligadas a proporcionar a la Administración  tributaria toda clase de datos, informes, antecedentes y justificantes con transcendencia tributaria relacionados con el cumplimiento de sus propias obligaciones tributarias o deducidos de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con otras personas.”
VI.- CONCLUSIÓN

El Proyecto de Decreto Foral se adecúa al ordenamiento jurídico y se dicta dentro del marco competencial y de habilitación legal establecido en la normativa.
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